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RESUMEN 

El presente trabajo de Suficiencia profesional, el cual busca el entendimiento en 

general el procedimiento por Desalojo por ocupante precario, el cual fue tomado en 

cuenta ya que conforma un tema controversial hoy en día; esto a su vez tener un 

análisis jurídico en el presente expediente, cumpliendo la estructura establecida por 

la Facultad de Derecho de la Universidad Las Américas, el cual consiste en la 

identificación de los hechos relevantes y no relevantes en las sentencias dictadas 

en cada etapa del proceso. También se consideró la doctrina y jurisprudencia 

aplicada a un proceso sumarísimo. 

Conforme a etapa de un proceso sumarísimo, está la etapa postuladora el cual es 

dado a partir de la presentación de la Demanda de desalojo por ocupante precario, 

con los medios probatorios, logrando así la admisión de la demanda. 

Posteriormente la respuesta a la demanda por parte del demandado, respondiendo 

a las imputaciones que suscribe el demandante; este a su vez alegando no hizo el 

abono correspondiente por concepto del alquiler por que no se le entrego el contrato 

de alquiler, así mismo que el contrato nació muerto ya que el demandante no viene 

ser el propietario, sino Fondo de Vivienda Policial. 

Teniendo en consideración al acápite anterior inicia el proceso, el cual se da por la 

existencia de dos contrapartes que acuden a la Justicia  para resolver las 

consideraciones a partir de conceptos doctrinarios, así como casaciones, la misma 

que en las instancias correspondientes definen mediante sentencia, el cual está  

representada por el Juzgado, sala superior y la sal suprema como última instancia. 

También es importante en la parte doctrinaria que los procesos sumarísimos son 

llevados con el fin de lograr que se acorten algunos procedimientos, a fin de afianzar 

el objetivo existente a la brevedad posible, considerando el fallo emitido y 

respaldado por el fallo posterior a la instancia anterior. 

Espero que el presente trabajo sea el agrado de los lectores, el cual ha sido 

realizado con fundamentos y criterios técnicos – jurídicos, con el objetivos de lograr 

identificar un análisis concreto de la descripción de un proceso a partir de sus 

instituciones de impartir justicia, dentro del ámbito de sus competencia. 

Palabras Claves: Ocupante Precario, Desalojo, Demandante, Demandado, 

Recurso de Apelación, Recuso de Casación  
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ABSTRACT 

The present work of Professional Sufficiency, which seeks a general understanding 

of the procedure for Eviction by precarious occupant, which was taken into account 

since it constitutes a controversial issue today; this in turn, have a legal analysis in 

the present file, complying with the structure established by the Faculty of Law of 

the Universidad Las Américas, which consists of the identification of the relevant 

and non-relevant facts in the judgments issued at each stage of the process . The 

doctrine and jurisprudence applied to a very summary process was also considered. 

According to the stage of a summary process, there is the postulating stage which 

is given from the presentation of the Demand for eviction for precarious occupant, 

with the evidence, thus achieving the admission of the claim. Subsequently, the 

response to the claim by the defendant, responding to the complaints signed by the 

plaintiff; This, in turn, alleging that he did not make the corresponding payment for 

the rent because the rental contract was not delivered, likewise the contract was 

born dead since the plaintiff is not the owner, but the Police Housing Fund.  

Taking into account the previous section, the process begins, which is given by the 

existence of two counterparts who go to Justice to resolve the considerations based 

on doctrinal concepts, as well as cassations, the same that in the corresponding 

instances define by means of a sentence, which is represented by the court, superior 

chamber and the supreme court as the last instance. It is also important in the 

doctrinal part that summary processes are carried out in order to achieve that some 

procedures are shortened, in order to strengthen the existing objective as soon as 

possible, considering the ruling issued and supported by the ruling after the previous 

instance . 

I hope that this work is to the liking of the readers, which has been carried out with 

technical-legal foundations and criteria, with the objective of identifying a concrete 

analysis of the description of a process based on its institutions of imparting justice, 

within of the scope of its competence.  

Key Words: Precarious Occupant, Eviction, Plaintiff, Defendant, Appeal, Recusal 

of Cassation 
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INTRODUCCIÓN 

 

El documento presentado está referido al expediente civil sobre desalojo por 

ocupante precario en el que el demandante habiendo adquirido el inmueble 

mediante contrato de promesa de compra venta, lo arrienda a un tercero, quien 

no obstante pagar los primeros meses el monto de la merced conductiva y el 

monto de los recibos por servicios, comienza a incumplir para luego desconocer 

la titularidad del arrendador y desconociendo también su legítimo derecho como 

demandante, dado que ante el incumplimiento del pago no solo se vio obligado 

a acudir al órgano jurisdiccional en busca de tutela jurídica, sino que dio por 

resuelto el contrato de arrendamiento por incumplimiento de la obligación de 

pago. 

Es importante señalar que en el caso particular tanto el Juez de primera instancia 

como los vocales de la Sala Civil coincidieron en otorgar la razón al demandante 

ordenando el desalojo del predio en el plazo de seis días y consistentemente la 

Sala Suprema declaró improcedente el recurso extraordinario de casación por 

no haberse configurado ninguna infracción en la sentencia de vista emitida por 

la Sala Superior, dado que los argumentos se ajustaban a derecho y a un debido 

proceso. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

I. SÍNTESIS Y FOTOCOPIAS DE LOS PRINCIPALES RECAUDOS: 

 

1.1. SÍNTESIS DE DEMANDA 

 

PETITORIO 

Renán Eliseo Cabrejos Ramos interpuso demanda de desalojo por ocupante 

precario contra Telmo José Vilchez Solano para que el emplazado desocupara 

y entregara el inmueble sito Calle Chiclayo N° 520, Edificio “A”, Dpto. 205, 

Residencial Las Mercedes – Ica, con expresa condena de costas y costos. 

 

FUNDAMENTOS FÁCTICOS 

El demandante sustentó su pretensión alegando ser propietario del inmueble 

conforme al contrato de promesa de venta de fecha 27 de enero de 2010, 

debidamente legalizado ante Notario Público.  

También refirió que en el contrato de arrendamiento celebrado con el 

demandado se plasmó que el demandante actuaba en representación de Daniel 

Humberto Zamora Quijano y esposa pues estas personas fueron inicialmente 

beneficiadas con el sorteo de dicha propiedad ante el Fondo de Vivienda policial 

FOVIPOL. Dicho contrato tenía vigencia desde el 01 de enero de 2013 hasta el 

01 de enero de 2014 y durante los meses de enero a mayo el demandado pagó 

en forma puntual, sin embargo desde junio dejó de pagar, lo cual motivó el 

requerimiento verbal y reiterado del pago y en octubre de 2013 la emisión de una 

carta vía notarial solicitando el pago de S/. 2,500.00 por merced conductiva y la 

desocupación del inmueble. 

Posteriormente, el demandado voluntariamente redactó un documento a puño y 

letra comprometiéndose a desocupar el inmueble con fecha 10 de diciembre de 

2013, sin embargo llegada la fecha no cumplió dicho compromiso y luego vuelve 

a suscribir otro documento a manuscrito ofreciendo desocupar el bien el día 20 

de diciembre de 2014. 



 

No obstante ello, con fecha 24 de diciembre de 2013 el demandado remitió una 

carta vía notarial al demandante señalando que en su texto se aprecia una 

cláusula precisando que en caso de no entregarle copia del contrato, él no estaba 

obligado a cancelar la merced conductiva, argumentando que esa era la razón 

de la falta de pago, lo cual resultaba falso pues se le había entregado desde el 

principio de dicha relación jurídica. 

Con fecha 11 de enero el demandante curó carta vía notarial al demandado 

comunicándole que el contrato se había extinguido, otorgándole 48 horas para 

desocupar el bien y pagar la suma de S/. 4,200.00, no recibiendo respuesta 

alguna, encontrándose por tanto en la condición de precario. 

El demandante verificó que además de la deuda por la merced conductiva el 

demandado adeudaba por concepto de servicios la suma de S/. 757.00, lo que 

evidenciaba la mala fe del arrendatario, a lo que se suma la denuncia por 

violación de domicilio que le hace la cónyuge del arrendatario ante el Ministerio 

Público. 

Para cumplir el requisito previo de la demanda, se invitó al demandado a un 

Centro de conciliación hasta en dos ocasiones, sin embargo no asistió. 

 

FUNDAMENTACIÓN JURIDICA 

Art. VI, VII y VIII del Título Preliminar del C.C.; artículo 911 y numerales 1 y 5 del 

1697, numerales 2 y 3 del 1681 y 1704 del C.C. 

Art. III y IV del Título Preliminar del C.P.C.; segundo y tercer párrafo del 585 del 

C.P.C. 

 

VIA PROCEDIMENTAL 

El proceso se tramitó en la vía sumarísima 

 

 



 

MEDIOS PROBATORIOS 

1.- Copia de promesa de venta del 17 de enero de 2010 

2-. Poder para contratar otorgado por Daniel Humberto Zamora Quijano y esposa 

3-. Copia del Contrato de arrendamiento 

4.- Carta notarial del 13 de octubre de 2013 

5.- Copia de los manuscritos del demandado comprometiéndose a desocupar el 

inmueble 

6.- Carta notarial de fecha 11 de enero de 2014 dirigida a Telmo José Vilchez 

requiriéndole el pago de la merced conductiva y la desocupación del bien 

7.- Carta remitida por el arrendatario en la que señala que no paga la merced 

conductiva 

8.- Copia del acta de conciliación sin acuerdo 

9.- Copia del recibo por energía eléctrica pendiente de pago de mayo y junio de 

2014 

10.- Copia de disposición de apertura de investigación preliminar contra el 

demandante. 

11.- Pliego interrogatorio para el demandado 

 

1.2. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN 

El demandado Telmo José Vilchez Solano contesta dentro del plazo negando y 

contradiciendo la demanda por los siguientes argumentos: 

 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

El demandado sostenía que el demandante no era propietario del bien, sino era 

el Fondo de Vivienda Policial FOVIPOL, por el cual se prometía adjudicar el 



 

inmueble a favor de Daniel Zamora Quijano y esposa y respecto a ello el 

accionante y su esposa aceptan la promesa de venta del adjudicatario y se 

obligan a comprar el inmueble por un precio que no se había cancelado, 

conforme constaba en el contrato de promesa de venta ofrecido como medio de 

prueba, resultando ilegítima su pretensión. 

Adicionalmente, señaló que el contrato de arrendamiento nació muerto pues el 

demandante nunca fue propietario, por lo que solicitó declarar infundada la 

demanda. 

Que resultaba incongruente solicitar la desocupación del bien sino tenía 

legitimidad para ello por no ser propietario y que le había solicitado vía carta 

notarial le haga llegar el contrato de arrendamiento y el poder para representar 

a los propietarios pues suponía que había algo irregular en la contratación. 

Que el arrendatario nunca se negó a pagar la renta pero no lo hizo pues nunca 

se le expidió la copia del contrato de arrendamiento, por tanto no calificaba como 

ocupante precario. 

 

 

1.3. FOTOCOPIA DE PRINCIPALES MEDIOS PROBATORIOS 

  



 

1.3.1. Demanda 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

  



 

1.3.2. Contrato de promesa de compra venta 

 

  



 

  



 

1.3.3. Contrato de arrendamiento 

 

  



 

1.3.4. Cartas notariales cursadas al demandado 

 

 

  



 

 

  



 

  



 

1.3.5. Copia del acta de conciliación sin acuerdo 

 

  



 

  



 

1.3.6. Auto que admite a trámite la demanda 

 

  



 

1.3.7. Copia de la contestación de la demanda 

 

  



 

 

  



 

  



 

 

  



 

  



 

1.3.8. Auto que tiene por contestada la demanda 

 

  



 

  



 

1.4. SÍNTESIS DE AUDIENCIA ÚNICA 

La audiencia única se llevó el 09 de octubre de 2014 con la presencia de ambas 

partes, siendo que el Juez declaró saneado el proceso y al no haberse deducido 

excepciones ni defensas previas, concurriendo los presupuestos procesales y 

las condiciones de la acción declaró la existencia de una relación jurídica 

procesal válida entre las partes. 

Seguidamente, fijó los puntos controvertidos y admitió todas las pruebas 

presentadas por el demandante y demandado, rechazándose únicamente los 

que pretendían probar que el demandante no era propietario del bien, pues ello 

no era materia de pronunciamiento en este tipo de proceso. 

Luego, procedió a tomar la declaración de parte del demandado difiriendo el 

mérito de las pruebas documentales para el momento de sentenciar, y tomando 

el juramento de ley al demandado prosiguió con la declaración del mismo 

conforme al pliego de preguntas formulada por la parte demandante y no 

habiendo más pruebas que actuar invitó a los abogados de ambas partes a 

efectuar sus informes orales, luego de lo cual el Magistrado comunicó a los 

presentes que la causa quedaba expedita para resolver. 

  



 

1.5. FOTOCOPIA DE SENTENCIA DEL JUZGADO  

  



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

  



 

1.6. FOTOCOPIA DE SENTENCIA DE VISTA 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

  



 

1.7. FOTOCOPIA DE RESOLUCIÓN DE SALA SUPREMA 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

  



 

II. JURISPRUDENCIA: 

 

CAS. 2529-2014, LIMA: 

“El colegiado superior no ha considerado que lo que se dilucide en dicho proceso 

instaurado con anterioridad a la presente acción, puede afectar de modo 

indefectible a ésta, pues de declararse la nulidad del acto jurídico en mención, 

evidentemente el desalojo no tendría amparo legal alguno, ya que dicho negocio 

jurídico constituye el título que sirve de sustento a la pretensión del demandante; 

aspecto que al no haber sido observado, indudablemente genera la nulidad de 

la sentencia de vista por afectación directa al derecho a la defensa y de manera 

mediata al derecho a la adecuada motivación de las resoluciones judiciales”. 

 

CAS. 4425-2015, LIMA ESTE: 

“Quinto: Debe indicarse lo siguiente: 1.- Si bien (…) puede señalarse que se está 

ante actos de tolerancia que hacen precarios a los demandados, no es menos 

cierto que en el caso de los padres existen circunstancias que permiten evaluar 

su situación de manera distinta. 2.- Así existe una relación entre el copropietario 

del bien y los demandados que pasa por vínculos directos de parentesco, y haber 

vivido juntos en el mismo inmueble. 3.- A ello se auna la edad de los propios 

demandados (…), los que a la fecha tienen sesenta y dos y setenta y seis años, 

respectivamente, conforme fluye de las fichas Reniec. 4.- Este Tribunal Supremo 

estima que no resulta razonable señalar que dichas personas son precarias, 

tanto en lo expuesto en los acápites precedentes, como por la necesidad de 

interpretar la legislación atendiendo a normas constitucionales; en esencia a los 

valores que informan nuestra Carta Magna y se dirigen a la defensa y respeto de 

la persona y la dignidad humana (artículo 1) y que, en consonancia con ello, 

ordena proteger al anciano y a la familia (artículo 4) e indica como deber de los 

hijos respetar y asistir a los padres (artículo 6). 5.- En esas circunstancias, si 

declarar fundada la demanda contra los demandados (…) se infringirían normas 

de orden constitucional, pues (…) se negaría la propia subsistencia de los padres 

demandados, lo que implicaría que el rol de solidaridad familiar fuera seriamente 

lesionado, postergando derechos fundamentales, todo ello en el contexto de que 



 

la demandada (…) ha interpuesto demanda de alimentos contra su hijo (...) y 

demanda de obligación de dar suma de dinero contra el mismo (…). Por 

consiguiente, en este caso concreto, los demandados poseen título para poseer, 

derivado de las razones que se han expuesto en este considerando”. 

 

CAS. 1200-2014, LIMA ESTE: 

“Carece de amparo jurídico declarar improcedente la demanda basándose en el 

haberse tramitado la presente demanda en la vía sumarísima, impidiendo que el 

tema de fondo sea resuelto con arreglo a ley, toda vez que de conformidad a lo 

dispuesto por el artículo 585 primer párrafo concordante con el artículo 546 inciso 

4 del Código Procesal Civil corresponde tramitarse el proceso de desalojo en la 

vía sumarísima, infringiéndose por ende el derecho a la Tutela Jurisdiccional 

Efectiva con sujeción a un debido proceso”. 

 

CAS. 2070-2014, LIMA: 

(…) “Una persona tendrá la condición de precaria cuando ocupe un inmueble 

ajeno, sin pago de renta y sin título para ello o cuando dicho título no genere 

ningún efecto de protección, para quien no ostente frente al reclamante, por 

haberse extinguido el mismo”. Que por otro lado el artículo 586 del Código 

Procesal Civil establece que: “pueden demandar el propietario, el arrendador, el 

administrador y todo aquel que salvo lo dispuesto en el artículo 598, considere 

tener derecho a la restitución de un predio. Pueden ser demandados: el 

arrendatario, el subarrendatario, el precario o cualquier otra persona a quien le 

es exigible la restitución” (…).  

 

CASACIÓN N° 2424-2011, LIMA: 

A través del principio “Iura Novit Curia”, se reconoce al Juez la facultad de 

subsumir los hechos alegados y probados por las partes dentro del tipo legal 

pertinente, aún en el supuesto que los justiciables hubieran invocado la 

aplicabilidad de otras disposiciones; sin embargo el empleo de este principio por 



 

parte del Juez debe operar con prudencia, limitado por el principio de 

congruencia procesal, es decir, no puede ir más allá del petitorio, ni fundarse la 

decisión en hechos diversos de los que hayan sido alegados por las partes en el 

decurso del proceso. 

 

CASACIÓN N° 1838-2014, LIMA: 

Que se debe precisar que la posesión precaria es la que se ejerce sin título 

alguno o cuando el que se tenía ha fenecido. En este sentido, en el Cuarto Pleno 

Casatorio Civil, Casación 2195-2011-Ucayali, la Corte Suprema de Justicia de la 

República en el fundamento 59 al referirse a la legitimidad para obrar activa, 

precisa: “(…) en cuanto al artículo 586 del Código Procesal Civil, que el sujeto 

que goza de legitimación para obrar activa no solo puede ser el propietario sino 

también el administrador y todo aquel que considere tener derecho a la 

restitución de un predio, con lo cual se colige el desalojo por ocupación precaria 

, no exige de modo aluno que deba ser incoado únicamente por quien ostenta la 

propiedad del bien, dado que además de este se encuentran legitimados los 

otros sujetos mencionados, quienes resultan tener calidad para solicitar la 

entrega en posesión del inmueble, con lo cual cobra fuerza lo dicho respecto al 

artículo 585, en cuanto a que el término “restitución” se debe entender en un 

sentido amplio y no restringido. Quedando entendido que la probanza de la 

legitimidad para obrar activa estará referida al supuesto que alegue la parte 

actora (propietario, administrador o que idóneamente considere tener derecho a 

la restitución del bien). 

 

CASACIÓN N° 11642-2015, TACNA: 

Sétimo: La parte recurrente, denuncia como causales: a) Infracción Normativa 

por interpretación errónea del artículo 911, 912 del Código Civil; alega que se ha 

acreditado la calidad de precaria, sin considerar que la posesión del inmueble se 

encontró acreditada mediante acta de posesión, por un Juzgado de Paz (…) 

(Acta que no se considera en lo absoluto en los considerandos), es de dos años 

anteriores al título de dominio descrita por el Ad-quem; asimismo debe 



 

entenderse que siendo un terreno eriazo, la recurrente es la posesionaria 

primigenia; (…) expone que las pruebas aportadas por el demandante no han 

sido señaladas en forma puntual, desde qué fecha tiene la condición de ocupante 

precaria, así como tampoco el día, mes y año que viene ocupando 

supuestamente como precaria el inmueble materia de Litis (…) Octavo: Se 

advierte que en relación a la causal contenida en el literal a), corresponde señalar 

que, el recurso así sustentado en cuanto a la fundamentación expuesta por el 

recurrente en su escrito de casación, no puede resultar viable en sede de 

Casación, ya que de su propio sustento se advierte que lo que en el fondo 

pretende es un nuevo pronunciamiento en sede casatoria de los hechos 

establecidos por las instancias de mérito; lo cual no es posible su revisión en 

esta sede, en tanto que tal pretensión colisionaría frontalmente con la naturaleza 

y fines del recurso extraordinario de casación. 

 

CASACIÓN N° 3935-2014, LIMA ESTE: 

En un proceso sobre desalojo por ocupación precaria la pretensión procesal está 

dirigida a que el emplazado desocupe el inmueble materia de Litis por carecer 

de título o porque el que tenía ha fenecido, en consecuencia el accionantes debe 

acreditar ser propietario o por lo menos tener derecho a la restitución del bien, 

tal como lo establece el artículo 586 del Código Procesal Civil; y por su lado la 

parte demandada debe acreditar tener título vigente que justifique la posesión 

que ejerce sobre el bien materia de controversia. 

 

CASACIÓN N° 1009-2014, LIMA NORTE: 

No procede declarar la improcedencia de la demanda cuando el demandado 

afirme haber realizado edificaciones o modificaciones sobre el predio materia de 

desalojo, sea de buena o mala fe, como ha sucedido en el presente proceso, ya 

que lo único que debe verificarse es si el demandante tiene derecho o no a 

disfrutar de la posesión que invoca, dejándose a salvo el derecho del demandado 

a reclamar en otro proceso lo que considere pertinente 

 



 

CASACION N° 1310-2016, LIMA: 

La esencia de este proceso no consiste en determinar o resolver en definitiva el 

derecho de propiedad, sino la validez de la restitución o la entrega de la posesión 

en base a un título legítimo y suficiente que la justifique, frente a la ausencia de 

título o fenecimiento del que tuvo la parte ocupante; la misma que por su 

naturaleza, debe ser elemental probanza y dilucidación. 

 

CASACIÓN N° 3417-2015, DEL SANTA: 

Los Jueces Superiores al declarar fundada la demanda sostuvieron que el actor 

es propietario del bien sub Litis, con derecho inscrito en Registros Públicos, 

siendo de aplicación lo previsto en el artículo 2013 del Código Civil, y si bien el 

demandado presentó un documento que acreditaría su derecho de posesión 

sobre el citado inmueble (…) dicho título no ha adquirido fecha cierta, y por lo 

tanto no puede producir efectos jurídicos válidos para ser considerado un título 

y acreditar el derecho de posesión del emplazado, conforme a lo indicado en la 

quinta regla de la Casación 2195-2011/Ucayali (Sentencia vinculante). De lo 

antes expuesto se advierte que la decisión a la que arriba la Sala Superior se 

contrapone a los criterios señalados por el IV Pleno Casatorio Civil recaído en la 

Casación N° 2195-2011/Ucayali, para verificar el derecho del demandado sobre 

el inmueble, puesto que no solo se puede justificar con la exhibición de 

documentos que tengan la calidad de fecha cierta, sino con cualquier acto 

jurídico que lo autorice a ejercer la posesión del bien, lo cual constituye doctrina 

jurisprudencial establecida como vinculante para los Jueces de la República, de 

conformidad con lo normado por el artículo 400 del Código Procesal Civil. 

 

III.  DOCTRINA: 

 

PROCESOS SUMARÍSIMOS: 

El proceso sumarísimo, es un proceso contencioso de duración muy corta con 

ciertas limitaciones como la presentación de medios probatorios de actuación 

inmediata para excepciones y defensas previas, y de cuestiones probatorias, o 



 

la improcedencia de la reconvención, informes sobre hechos, ofrecimiento de 

pruebas en segunda instancia, modificación y ampliación de demanda y pruebas 

extemporáneas, tratando de abreviar al máximo el trámite del proceso para 

resolver. 

Este proceso se caracteriza, por la reducción de los plazos procesales y la 

concentración de audiencias en una sola; en la cual incluso se puede expedir 

sentencia1. 

MODOS DE ADQUISICIÓN DE LA POSESIÓN: 

Los códigos que tienen adherencia a la teoría objetiva de Ihering, establecen que 

la posesión existe en el momento en que se da la relación de hecho entre el 

sujeto y el objeto de la posesión (relación real). Esta teoría tuvo gran ingerencia 

en Código Civil de 1936 (artículo 824) y en el actual de 1984 (artículo 896), no 

así en el de 1852 (de gran influencia subjetivista). Entonces ¿cómo se adquiere 

la posesión?, la respuesta está en el artículo 900, cuando señala que se adquiere 

por tradición, salvo los casos de adquisición originaria establecida por ley. Esta 

disposición reproduce la del numeral 843 del Código de 1936, al señalar que 

existen dos modos de adquirir la posesión: 1.- La adquisición originaria, mediante 

la aprehensión del bien objeto de la posesión; y 2-. La adquisición derivada o 

también llamada la traditio a título derivativo; Sin embargo el numeral 904 del 

C.C actual, es deficiente al no regular los casos de adquisición originaria, 

limitándose solo a mencionar el concepto de “casos”. No existe una norma 

taxativa al respecto. 

 

 

La Adquisición Originaria: 

Llamada también adquisición unilateral de la posesión. Es la obtención de la 

posesión del bien tomándolo directamente por aprehensión u ocupación. Es la 

adquisición que opera por acto voluntario, que se realiza cuando el adquirente 

toma una cosa sin consentimiento. 

                                                             
1 HINOSTROZA MINGUEZ, Alberto. (2002). “Procesos Sumarísimos”. Gaceta Jurídica. Lima, p. 13 



 

Esta clase de adquisición posesoria es con la sola decisión voluntaria del 

adquirente, por ello se dice, que esta adquisición se hace tangible en un acto 

jurídico o negocio jurídico de carácter unilateral y real. 

La Adquisición Derivada: 

Esta clase de adquisición de los bienes existe en todos los casos en que la 

posesión del adquirente se funda en la posesión ejercitada por un anterior 

poseedor de un bien determinado, quien se denomina causante o transmitente 

(tradens) y que necesariamente implica una relación jurídica con un nuevo 

poseedor llamado adquirente (accipiens). Esta adquisición puede nacer de actos 

inter vivos o mortis causa. Es entre vivos cuando la posesión es transmite de un 

poseedor vivo a otro. La otra transmisión se presenta cuando la posesión se 

transmite de una persona que murió a otra que está viva. Aquí estamos ante la 

sucesión por causa de muerte o sucesión hereditaria2. 

 

TEORÍAS QUE FUNDAMENTAN EL DERECHO DE PROPIEDAD 

La propiedad en el concepto de poder jurídico, crea una relación jurídico-real con 

la categoría de derecho-deber, la que a su vez implica que sea ejercida en 

armonía con el interés social, dentro de los límites que la ley señala. Sin 

embargo, pese a la abundante doctrina y positividad constitucional y legal sobre 

como instituir los fundamentos de la propiedad al servicio de todos, hay que 

seguir buscándolos si queremos una civilización sin pobres. 

Para explicar los fundamentos del derecho de propiedad existen teorías como: 

Teoría del Trabajo.- Plantea que la fuente de la propiedad es el trabajo. El 

hombre con su capacidad creadora es capaz de transformar la naturaleza con el 

propósito de acrecentar su utilidad. El resultado o producto generado por el 

trabajo debe ser destinado a quien lo ha realizado. 

Teoría de la Convención Social.- Para este planteamiento teórico la ocupación 

ni el trabajo tienen suficiente argumento para fundamentar el derecho de 

propiedad, por cuanto no generan la obligación en los demás individuos, para 

                                                             
2 GONZALEZ LINARES, Nerio (2007). “Derecho Civil Patrimonial”. Palestra Editores, Lima, p. 198. 



 

respetar el derecho de propiedad. Esta teoría explica que la obligación se genera 

de un consentimiento recíproco o convencional.  

Teoría de la Ocupación.- Según esta teoría se dice que en un momento dado de 

la historia los bienes fueron comunes, que las personas podían ejercer la 

aprehensión o la ocupación de las cosas con el propósito de satisfacer sus 

necesidades; consiguientemente este hecho las convertía en propietarias. 

Teoría de la ley.- El derecho de propiedad solo es generado o creado por la ley. 

Se sostiene que la ley puede constituir o fundamentar la propiedad, disponiendo 

la renuncia y otorgando un título de goce a uno solo.  

Teoría de la Función Social.- La revolución francesa jurídicamente instituyó la 

propiedad liberal, la que ha sido plasmada en el Code Civil de 1804, restaurando 

la propiedad romana (dominium).  Esta teoría ve en la propiedad n o solo 

derechos sino deberes de parte del titular o propietario. El deber que nace de la 

propiedad está vinculado con la persona del propietario, quien es el que ejerce 

todos los derechos que le asigna la ley, y la norma jurídica también le crea 

deberes para que en el uso o la explotación del bien, participe la sociedad. 

 

SUJETO DEL DERECHO DE PROPIEDAD: 

Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, en una de sus 

acepciones es la persona innominada; en Derecho es utilizada como sinónimo 

de persona, conviniendo distinguir la expresión “Sujeto de derecho” de aquella 

otra de persona, ello obedece a la necesidad de aprehender con mayor precisión 

posible, una completa realidad que hasta hace poco no había sido tenida en 

cuenta, en su amplia dimensión por la doctrina civilista. En materia de Derechos 

reales, tenemos como sujetos de derecho de propiedad a las personas naturales 

o individuales y a las personas jurídicas o colectivas quienes pueden asumir la 

titularidad o la calidad de propietarios de los bienes de naturaleza estrictamente 

real sobre bienes propios y desde luego sobre los bienes extracorporales. 



 

Todo sujeto tiene la potestad subjetiva de ser titular de derechos y obligaciones, 

por consiguiente, para ser titular del derecho de propiedad en la adquisición de 

modo originario o derivado3. 

 

COSAS Y BIENES: 

Cosa en sentido lato, amplio, es todo lo que tiene entidad corporal, o espiritual o 

artificial, real o abstracta y que tiene existencia. Cosa es todo lo que está en 

nuestro mundo exterior, en la naturaleza, exceptuando a las personas. Se trata 

de seres de los tres reinos de la naturaleza: animal, vegetal y mineral y todo 

aquello que es producto del trabajo del hombre. 

Cosa jurídicamente es todo aquello que es apropiable y que es útil. Antes cosa 

y bien eran vocablos sinónimos pero hoy hay diferencia conceptual. 

Bienes son los objetos o cosas corporales o incorporales susceptibles de tener 

un valor y que pueden ser de apropiación o de derechos. Por su parte, los 

derechos son bienes incorporales. 

En tal virtud, entre otros, se considera bien: el dinero, las mercancías, los 

predios, ganado, máquinas; luego el derecho de propiedad sobre una obra 

artística, literaria, científica, producto de la imaginación humana (propiedad 

intelectual, industrial, patentes, invención) 

El vocablo cosa ha quedado para designar toda clase de objetos corporales, 

percibibles por los sentidos, en cambio el bien además de comprender estas 

mismas cosas corporales abarca los derechos sobre aquellas que ya son 

incorporales. 

 

 

DIFERENCIA ENTRE LA POSESIÓN Y LA PROPIEDAD: 

Mientras la propiedad es un derecho, la posesión se considera como un hecho. 

No todo poseedor es propietario, pero civilmente sí todo propietario se considera 
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poseedor, por lo menos poseedor mediato, aunque no siempre inmediato (esto 

último ocurre cuando el propietario está en contacto directo con el bien). 

No siempre el propietario o dueño disfruta del bien o bienes de los cuales es 

titular; no siempre los explota o los trabaja, sino que otras veces un tercero, osea 

otro sujeto, asume la posesión directa o explotación económica del bien del 

propietario. Puede que el poseedor directo del bien lo haya tomado por decisión 

propia o por voluntaria transferencia de la posesión, concedida por el propietario, 

como ocurre con el arrendamiento, el comodato, la anticresis, el usufructo o el 

depósito. 

Como otra diferencia se tiene que para ser calificada una persona como 

propietaria debe tener un título legal de su derecho de dominio. Así, se puede 

ser propietario a título de herencia, a título de compra venta, o a título de 

donación, de legado o de adjudicación en pago. 

El propietario puede en uso de sus facultades que la ley le concede, gravar y 

enajenar el bien, facultad que le está permitida al poseedor que no es propietario. 

La posesión y la propiedad se confunden cuando el mismo propietario del bien 

es al mismo tiempo su poseedor inmediato. La propiedad es el derecho de una 

persona natural o jurídica sobre un bien o conjunto de bienes y que conlleva una 

suma de facultades o poderes reconocidos por la ley, mientras que la posesión 

hay que verla como un hecho consistente en el poder que se ejerce sobre el bien 

o bienes detentados en forma tal que ese poseedor se conduce como si fuera el 

propietario, ejerciendo algunas de las facultades que la ley concede al 

propietario; sin embargo el poseedor carece de derecho osea carece de un título 

legal que le permita o autorice a enajenar ese bien, si siquiera a gravarlo4.  

EL DERECHO DE POSESIÓN 

Según la definición del artículo 896 del Código Civil: “la posesión es el ejercicio 

de hecho de uno o más poderes inherentes a la propiedad”. 

                                                             
4 PALACIO PIMENTEL, H. Gustavo (1985),. “Manual de Derecho civil”. Talleres Gráficos Ojeda. Lima, p. 
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A este derecho real se le puede atribuir facultades de uso y disfrute, y 
excepcionalmente la facultad de disposición a través de las adquisiciones a non 
domino, siendo la reivindicación exclusiva del derecho de propiedad. 

El uso y el disfrute de un bien determinado permite a un sujeto de derecho no 
solo la utilización en favor propio de dicho bien, sino además el aprovechamiento 
económico del mismo a través de sus frutos. 

LA POSESION PRECARIA 

El artículo 911 del Código Civil prescribe a la letra: “la posesión precaria es la 

que se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido”. 

 

Este artículo contiene dos supuestos: 

a. Ausencia de título. Cuando el poseedor que entró de hecho en la 

posesión, no posee título alguno, ejemplo, el que ingresa de manera 

clandestina en el bien, el usurpador, el ladrón, etc. 

b. Título fenecido. Este fenece por mandato judicial, disposición de la ley,  

cumplimiento de plazo o condición resolutoria, mutuo disenso, resolución, 

rescisión, revocación, etc. En suma, el título queda extinguido. Ineficacia 

estructural o funcional del acto jurídico por el cual se cedió la posesión del 

bien. 

 

Una persona puede poseer un bien como propietario, como poseedor mediato o 

inmediato, como mero tenedor, como ocupante precario. 

La jurisprudencia ha establecido que es precario tanto el que ejerce la posesión 

sin título, osea con ausencia absoluta que permita advertir que se le haya 

concedido la custodia, uso o disfrute del bien, o cuando el título que tenía ha 

fenecido, es decir, el poseedor inmediato no restituye el bien a su concedente 

una vez extinguido el título. 

 

El código argentino, en su artículo 2364, establece que la posesión precaria es 

viciosa cuando siendo precaria se " tuviese por un abuso de confianza ". Al 

respecto, Musto dice que la posesión es precaria "cuando se tiene por un título 

que produzca una obligación de devolver la cosa en el momento que lo requiera 

el dueño. Si se produce este requerimiento, y el precarista (que puede ser como 

tal legítimo) pretende continuar con su posesión y la continua en los hechos, con 



 

actos exteriores que importan una verdadera intervención de su título, entonces 

la posesión tiene el vicio de precario, que el Código llama "abuso de confianza". 

 

Para Savigny, los elementos de la posesión son el animus y el dominus. En 

cambio para la teoría objetiva de Ihering, la posesión es un poder de hecho, no 

requiriéndose del animus. 

A esta teoría subjetiva, se adhiere el Derecho francés, pues Planiol y Ripert 

sostienen que quien posee un bien como precario, por faltarle 

el animus (intención de poseer para sí), no ejerce la verdadera posesión, por lo 

que el Derecho no le concede acciones posesorias y no produce la usucapión. 

Esto debido a que en el Derecho francés "el concepto de precario está referido 

a un contrato celebrado con el propietario, en virtud del cual conduce el bien a 

título gratuito, sin animus domini y reconociendo el derecho de propiedad de 

quien le entregó el bien". 

 

En la concepción de precario del Derecho romano, de la teoría de Savigny y del 

derecho francés, se ubica, como un caso excepcional, la figura conocida hasta 

ahora como comodato precario regulada en el art. 1737 de nuestro Código civil 

vigente que establece que cuando no se ha determinado la duración del contrato 

de comodato, el comodatario está obligado a restituir el bien cuando el 

comodante lo solicite, es decir, el comodatario tiene una posesión inestable 

(precaria) puesto que el comodante puede pedir la devolución del bien en 

cualquier momento (la posesión del comodatario es revocable por la sola 

decisión del comodante). 

 

Para el Derecho peruano, que sigue la teoría objetiva de la posesión, precario es 

el poseedor que conforme al art. 896 ejerce de hecho uno o más poderes 

inherentes a la propiedad, enumerados en el art. 923, de manera que al tiempo 

de interposición de la demanda no cuenta con título alguno o el que tenía ha 

fenecido (art. 911).5 
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LA POSESIÓN Y EL PROCESO DE DESALOJO: 

MEJORADA CHAUCA señala: “(…) la posesión es el ejercicio de hecho de uno 

o más poderes inherentes a la propiedad. Los atributos típicos de la propiedad 

son el uso, disfrute, disposición y reivindicación (artículo 923 del Código Civil). 

Habrá posesión cualquiera sea la conducta sobre el bien, en tanto responda al 

ejercicio de algún atributo del dominio. De ahí que la posesión no solo se genera 

para quien actúa como dueño, sino para cualquiera que realiza la explotación o 

goce del bien. Se trata de una derecho real autónomo (…) que nace por la mera 

conducta de la persona sobre la cosa, sin importar si tiene derecho o no sobre 

ella”6 

Por su parte CARRANZA ALVAREZ Y CACHO VASQUEZ, señalan, “El Código 

Civil contempla un sistema doble respecto a la defensa de la posesión: i) la 

defensa privada o extrajudicial prevista en el artículo 920 del Código Civil, por la 

cual el poseedor está facultado para repeler la fuerza que se emplee contra él y 

recobrar directamente el bien si fuese desposeído; y ii) la defensa judicial 

conforme al artículo 921 del citado cuerpo de leyes, mediante acciones 

posesorias y los interdictos”7 

 

Requisitos para que proceda la acción: 

1. Que el demandante acredite su derecho, ejemplo: si es el propietario del 

bien debe acreditar su derecho de propiedad; y 

2. Que el demandado posea sin título (precario originario) o con título 

fenecido (precario derivado). Cuando la calidad de precario es derivada, 

se debe acreditar la existencia del título y el hecho extintivo del mismo. 

 

Bienes sobre los cuales procede el desalojo 
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Jurídica, Lima, 2013, pag, 15. 
7 CARRANZA C, Y CACHO, G., “Mecanismos protectorios de la posesión”, en: Gaceta Civil & 

Procesal Civil N° 12, Gaceta Jurídica, Lima 2014, pag. 103. 



 

El proceso de desalojo está referido a la restitución de predios urbanos o rústicos 

conforme al artículo 585 del Código Procesal Civil, a su dueño o a su poseedor 

mediato. 

 

Juez competente 

Es competente el juez civil del domicilio del demandado o el juez del lugar donde 

se encuentra el bien, a elección del demandante, según los artículos 24.1 y 547 

del Código Procesal Civil. 

 

Sujeto activo 

Según el artículo 586 del Código Procesal Civil, pueden demandar el desalojo:  

el propietario, el arrendador, el administrador y todo aquel que considere tener 

derecho a la restitución de un predio. 

Entre los que tienen derecho a la restitución de un predio figuran: 

 

1. El propietario y todo aquel con derecho a que se le reponga en la 

posesión, cuando el poseedor actual carece de título para poseer. 

Ejemplo, el propietario, el administrador, puede demandar el desalojo 

contra el poseedor de hecho o clandestino; 

2. El poseedor mediato (arrendador, administrador, comodante, etc.) cuando 

ha fenecido el título del poseedor inmediato. 

 

Es poseedor inmediato el que tiene el bien temporalmente en virtud de un título 

como es, por ejemplo, el contrato de comodato, depósito, arrendamiento. 

Corresponde la posesión mediata a quien confirió el título. Cuando el título se 

extingue por nulidad, resolución, rescisión, revocación, etc. y el poseedor 

inmediato no devuelve el bien deviene en precario, pudiendo el poseedor 

mediato demandar el desalojo para obtener la restitución del predio. 

 

Sujeto pasivo 

Según el artículo 586 del Código Procesal Civil, pueden ser demandados: 

1) El arrendatario 

2) El subarrendatario 

3) El que tiene la posesión sin título  (precario); 



 

4) Cualquier otra persona a quien le es exigible la restitución (usufructuario, 

usuario, comodatario, arrendatario, etc.)  

 

DERECHO DE IMPUGNACIÓN: RECURSO DE APELACIÓN Y CASACIÓN 

TÁVARA CÓRDOVA señala: “La pluralidad de instancias se relaciona con el 

derecho a impugnar que a su vez se encuentra dentro del derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva. Ciertamente el derecho a impugnar no implica que el 

justiciable tiene derecho a impugnar toda resolución indefinidamente: dicho 

derecho resulta ser una garantía procesal que exige, cuando menos, una 

segunda decisión sobre los actos jurisdiccionales pasibles de ser impugnados. 

De ahí que es importante que el sistema impugnatorio contenido en un 

ordenamiento procesal brinde las garantías necesarias para que los litigantes 

puedan satisfacer su necesidad de obtener una nueva decisión, sin descuidar, la 

eficacia del proceso en cuanto a la duración razonable de este”8 

 

 

IV. SÍNTESIS ANALÍTICA DEL TRÁMITE PROCESAL: 

El señor Renán Eliseo Cabrejos Ramos interpuso demanda de desalojo por 

ocupante precario contra Telmo José Vilchez Solano solicitando que desocupara 

y entregara el inmueble sito Calle Chiclayo N° 520, Edificio “A”, Dpto. 205, 

Residencial Las Mercedes – Ica, con expresa condena de costas y  costos. 

Sustentó su pretensión alegando ser propietario del inmueble conforme al 

contrato de promesa de venta de fecha 27 de enero de 2010, debidamente 

legalizado ante Notario Público. Asimismo, refirió que en el contrato de 

arrendamiento celebrado con el demandado se plasmó que el demandante 

actuaba en representación de Daniel Humberto Zamora Quijano y esposa pues 

estas personas fueron inicialmente beneficiadas con el sorteo de dicha 

propiedad ante el Fondo de Vivienda policial FOVIPOL. Dicho contrato tenía 

vigencia desde el 01 de enero de 2013 hasta el 01 de enero de 2014 y durante 

los meses de enero a mayo el demandado pagó en forma puntual, sin embargo 
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desde junio dejó de pagar, lo cual motivó el requerimiento verbal y reiterado del 

pago y en octubre de 2013 la emisión de una carta vía notarial solicitando el pago 

de S/. 2,500.00 por merced conductiva y la desocupación del inmueble. 

Posteriormente, el demandado voluntariamente redactó dos documentos 

comprometiéndose a desocupar el bien inmueble pero nunca cumplió, y con 

fecha 24 de diciembre de 2013 el demandado remitió una carta vía notarial al 

demandante señalando que conforme al contrato suscrito él no estaba obligado 

a cancelar la merced conductiva, pues no se le había entregado la copia del 

contrato de arrendamiento, lo cual resultaba falso pues se le había entregado 

desde el principio de dicha relación jurídica. 

Con fecha 11 de enero el demandante cursó carta vía notarial al demandado 

comunicándole que el contrato se había extinguido, otorgándole 48 horas para 

desocupar el bien y pagar la suma adeudada, no recibiendo respuesta alguna, 

encontrándose por tanto en la condición de precario. Además de la merced 

conductiva el arrendatario también adeudaba una suma dineraria por concepto 

de servicios, evidenciando su mala fe, a lo que se suma una denuncia por 

violación de domicilio efectuada por la cónyuge del arrendatario ante el Ministerio 

Público. 

El Juez admitió a trámite la demanda corriendo traslado al demandado quien 

dentro del plazo contestó la misma negándola y contradiciéndola en todos sus 

extremos, alegando que el demandante no era propietario del bien, sino era el 

Fondo de Vivienda Policial FOVIPOL, que se prometía adjudicar el inmueble a 

favor de Daniel Zamora Quijano y esposa y respecto a ello el accionante y su 

esposa habían aceptado la promesa de venta del adjudicatario y se obligaron a 

comprar el inmueble por un precio que no se había cancelado, conforme 

constaba en el contrato de promesa de venta ofrecido como medio de prueba, 

resultando ilegítima su pretensión. 

Adicionalmente, señaló que el contrato de arrendamiento nació muerto pues el 

demandante nunca fue propietario, por lo que solicitó declarar infundada la 

demanda y que resultaba ilógico solicitar la desocupación del bien sino tenía 

legitimidad para ello por no ser propietario y que le había solicitado vía carta 



 

notarial le haga llegar el contrato de arrendamiento y el poder para representar 

a los propietarios pues suponía que había algo irregular en la contratación. 

En la audiencia única realizada el 09 de octubre de 2014 con la presencia de 

ambas partes, el Juez declaró saneado el proceso y al no haberse deducido 

excepciones ni defensas previas, concurriendo los presupuestos procesales y 

las condiciones de la acción declaró la existencia de una relación jurídica 

procesal válida entre las partes. 

Seguidamente, fijó los puntos controvertidos y admitió todas las pruebas 

presentadas por el demandante y demandado, rechazando únicamente los que 

pretendían probar que el demandante no era propietario del bien, pues ello no 

era materia de pronunciamiento en este tipo de proceso. 

Luego, tomó la declaración de parte del demandado difiriendo el mérito de las 

pruebas documentales para la sentencia, y prosiguió con la declaración del 

demandado conforme al pliego de preguntas formulada por la parte demandante 

y luego de los informes orales de los abogados el Juez comunicó a los presentes 

que la causa quedaba expedita para resolver. 

El Juez declaró fundada la demanda ordenando entregar el inmueble en el plazo 

de seis días. 

Contra dicho fallo el demandado interpuso recurso de apelación señalando que 

el demandante no había acreditado su derecho de propiedad sobre el bien y por 

tanto no tenía legitimidad pues el propietario seguía siendo el Fondo de Vivienda 

Policial – FOVIPOL. 

Dicho recurso impugnatorio fue concedido con efecto suspensivo elevándose los 

actuados a la Instancia Superior, siendo que la Segunda Sala Civil de Ica 

confirmó la sentencia de primera instancia que declaró fundad la demanda.  

No conforme con ello, el demandado interpuso recurso extraordinario de 

casación alegando interpretación errónea del artículo 386° del Código Civil y en 

la falta de motivación de la resolución recurrida. 



 

Frente a esto la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema falló declarando 

improcedente el recurso presentado al no advertir infracciones normativas en la 

emisión de la sentencia de vista. 

 

V. OPINIÓN ANALÍTICA 

  

Mi opinión del caso en análisis es que el demandante desde el principio acreditó 

su legitimidad para interponer la demanda en tanto según nuestra normativa 

vigente, no solo el propietario está legitimado para accionar sino también 

cualquier otro que tenga derecho de posesión estando en este caso acreditado 

con el contrato de promesa de compra venta suscrito con los adjudicatarios del 

bien inmueble, teniendo por tanto la titularidad que le permitió celebrar el contrato 

de arrendamiento con el demandado. 

Que los argumentos del demandado han resultado gaseosos e inconsistentes 

pues solo apuntaban a señalar que el demandante no era propietario, estando 

por demás probada su precariedad respecto a la posesión del inmueble, razón 

por la cual tanto las dos instancias como la Sala Suprema se inclinaron por  

convalidar, en el caso de las dos primeras el derecho del demandante de exigir 

la restitución del bien y en el caso de la Sala Suprema, desestimando el recurso 

extraordinario de casación al corroborar que la sentencia de vista se había 

otorgado sin infracción alguna a la normativa vigente, ni a las normas que 

garantizan un debido proceso. 

Estoy conforme con el fallo emitido por el Juez, la Sala Superior y evidentemente 

con la de la Sala Suprema y creo que en este caso particular ha primado la 

congruencia en los fallos y la interpretación correcta de las normas aplicables. 

  



 

VI.- CONCLUSIONES 

- En el caso particular en el caso por desalojo esta regulado como un proceso 

sumarísimo, ya conlleva a contraer las etapas de un proceso común. 

- Que la sentencia dictada por la Sala Superior que resuelve la apelación 

presentada por el demandado, se complementaba en lo que suscribe en la 

segunda disposición complementaria y final del Código Procesal Penal 

- Que el objetivo del proceso de desalojo es restituir el bien inmueble al 

propiedad por derecho, ya que se pudo determinar que hay un contrato de 

compra y venta existencial. 

- Se Concluye que los contrato de arrendamiento consideraba la existencia de 

la carta poder otorgada por los poderdantes, en cuanto esto se puede 

corroborar con la suscripción de ambas partes en lo acordado en 

mencionado contrato. 

- El contrato de arrendamiento es un contrato bilateral que en este caso es el 

acto jurídico que ha dado origen al proceso judicial materia de estudio, en 

virtud al incumplimiento de las obligaciones de pago plasmadas en el mismo 

que corresponden al arrendatario. 

- El proceso de desalojo tiene por la finalidad la restitución del derecho de 

posesión sobre el bien a quien tenga legitimidad para ello, por tal motivo la 

norma no limita este derecho al propietario, sino que también legitima al 

arredandor, al administrador y a cualquier persona que tenga derecho de 

propiedad sobre el bien, como en este caso tenía el demandante, quien en 

virtud al contrato suscrito con los anteriores propietarios adquirió de manera 

legítima el derecho de posesión sobre dicho inmueble. 

- El argumento del demandado para desconocer la legitimidad del 

demandante no tenía sustento alguno, menos aún para alegar que por no 

ser propietario incumplió con la obligación de pago pactada en el contrato de 

arrendamiento. 

- En el presente caso se resolvió conforme a derecho con lo cual se reconoció 

el derecho de posesión del demandante, disponiéndose el desalojo del 

ocupante precario del bien en el plazo previsto en la sentencia.   

  



 

VII.- RECOMENDACIONES 

- Es importante tener como referencias lo señalado por los juristas en la 

doctrina así como los fundamentos señalados por los magistrados en las 

diversas jurisprudencias que señalan al momento de resolver un desalojo por 

ocupante precario 

 

- Sugiero que todos los Organos Jurisdiccionales deben mantener los mismos 

criterios en la CASACION N° 1310-2016, LIMA, sobre la esencia de este 

proceso no consiste en determinar o resolver en definitiva el derecho de 

propiedad, sino la validez de la restitución o la entrega de la posesión en base 

a un título legítimo y suficiente que la justifique, frente a la ausencia de título 

o fenecimiento del que tuvo la parte ocupante; la misma que por su 

naturaleza, debe ser elemental probanza y dilucidación. 

 

- En cada vía procedimental reguladas por nuestro Código Procesal Civil 

vigente, tiene como objetivo, solucionar conflictos de intereses de carácter 

civil entre las partes involucradas, considerando que cada proceso debe 

contener las características el cual se llevara el proceso contencioso o no. 

 

- Sería recomendable que los magistrados apliquen sanciones a quienes 

temerariamente afirman hechos que o se ajustan a la verdad causando 

dilación en el proceso y perjuicio a la parte que legítimamente tiene el derecho 

a que se le restituya la posesión del bien.  

 

- Los procesos de desalojo por ocupante precario que devienen del 

incumplimiento de las obligaciones de un contrato de arrendamiento que 

conforme a la normativa vigente pueden tramitarse por la vía notarial, 

deberían admitir los contratos con firmas legalizadas y no solo por Escritura 

Pública o formatos inscribibles, a fin de descongestionar los Despachos 

judiciales.   
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